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León, Guanajuato, a 31 treinta y uno de marzo de 2009 dos mil nueve. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
V I S T O S  para resolver, los autos del proceso administrativo identificado con el número 168/2008-JN promovido por el ciudadano Luis Gerardo Ortega Amado; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los  30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación de la resolución que se impugna, toda vez que el actor afirma que fue notificado el 21 veintiuno de mayo del 2008 dos mil ocho; lo que se corrobora con la copia fotostática de la notificación que, respecto de la resolución impugnada, fue aportada por la parte actora en su escrito inicial de demanda y admitida como prueba de su parte. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, la resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, en fecha 14 catorce de mayo de 2008 dos mil ocho, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 370/04-D.G.P.M.; se encuentra debidamente acreditada en autos, con la copia fotostática de la citada resolución, aportada por el actor, así como por el reconocimiento que la autoridad demandada hace de la misma al contestar la demanda; por lo que tal documento hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto en los artículos 57, 78, 119 y 121, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I, del Artículo 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato-, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa, siendo que ello estriba en que la parte actora aduce ilegalidad en la resolución impugnada ya que estima que vulnera sus garantías de seguridad jurídica y legalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Por cuestión de Orden Público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En la especie, en la presente causa administrativa, la autoridad demandada hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción II, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al referir que se trata de un acto consumado de un modo irreparable, ya que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 123, inciso B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 98, fracción VI, segundo párrafo de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, el elemento no puede reingresar a la corporación. . . . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia que se hace valer toda vez que la autoridad se confunde, al suponer que porque el texto de los preceptos citados establecen que los elementos de los cuerpos de seguridad pública, cuando han sido cesados, no pueden ser reinstalados en sus puestos; significa que los actos impugnados son consumados de manera irreparable; lo que no es así de manera alguna; sino que lo que plantea la autoridad es una cuestión relativa al fondo del asunto y que se analizara cuando se estudien los conceptos de impugnación; en tanto que las causales de improcedencia, son impedimentos legales para llegar al estudio del fondo del asunto; en la presente causa administrativa, no puede considerarse como consumada de manera irreparable la resolución impugnada, toda vez que la resolución del Consejo, al momento de ser impugnada, se encontraba vigente y surtiendo sus efectos, por lo que no se había consumado; por lo que sí puede ser analizada su legalidad; como de hecho ocurre en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción IV, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al referir que hubo consentimiento de parte del actor al manifestar que el Consejo demandado se excedió al emitir la resolución ahora impugnada, y que en su momento dictó para dar cumplimiento a la resolución del recurso de inconformidad número 334/2005 dictada por este mismo Juzgador; ello en virtud de que aduce que existen medios de defensa al alcance del actor los que pudo hacer valer en contra del exceso que el actor refiere. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Tampoco se actualiza la causal de improcedencia en comento, pues precisamente el medio de defensa que el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, otorga al actor, es el proceso administrativo, mismo que promovió en tiempo y forma; siendo la presente causa administrativa ante este Juzgador el medio de defensa en el que se pronunciará en su momento y apartado respectivo, acerca del exceso al que alude la parte actora en la resolución que dio cumplimiento a lo resuelto en el recurso de inconformidad antes anotado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Asimismo, se hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII, del señalado artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa multicitado, en relación con las fracciones VI y VII, del artículo 265, del mismo ordenamiento, toda vez que afirma que la actora no formula un capítulo de conceptos de impugnación sino solo de hechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia que se hace valer, ya que el escrito de demanda debe analizase de manera integral, y este juzgador determina que en el capítulo de hechos, específicamente en los puntos séptimo, octavo y noveno,  de dicho capítulo; el actor plantea conceptos de impugnación, mismos que deben analizarse al realizar el estudio del fondo del asunto, por lo que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No habiendo prosperado las causales de improcedencia hechas valer por la autoridad demandada y no advertirse la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor; siendo preciso destacar por su importancia lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De las documentales aportadas por el actor se desprende que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, en fecha 14 catorce de mayo del año 2008 dos mil ocho, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 370/04-D.G.P.M; instruido en contra del ahora actor, dictó una nueva resolución para dar cumplimiento a lo resuelto por este mismo Juzgador, en el recurso de inconformidad número de expediente 334-2005-RI, en el que se dictó la nulidad para efectos; en la nueva determinación dictada por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, una vez valorada nuevamente la testimonial rendida por el elemento José Isaac Argot Reyes;(aspecto sustancial de la nulidad para efectos dictada); se resolvió imponer la sanción administrativa consistente en el cese del cargo que desempeñaba el ahora actor en la Dirección General de Policía Municipal, al considerar ese Órgano Colegiado que se actualizó la hipótesis de falta grave prevista en la fracción XXI, del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, vigente en el momento en que se cometió la falta por el elemento; Dicha fracción establece como falta grave: “Hacer uso innecesario de la fuerza o excederse en su aplicación, en el ejercicio de sus funciones”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Quedando establecido lo anterior, se procede a analizar los conceptos de impugnación los cuales, una vez dada lectura integral al escrito de demandada, se establece que se encuentran inmersos en los numerales séptimo, octavo y noveno del capitulo de hechos, ya que los mismos contienen razonamientos jurídicos enderezados en contra de los motivos y fundamentos de la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en el concepto de impugnación que se contiene en el séptimo punto; refiere el actor en lo sustancial que la resolución impugnada viola en su perjuicio las garantías de legalidad jurídica y legalidad, ya que no reúne los requisitos formales ni legales, además de que vulnera el principio de congruencia y el de valoración de la prueba, pues las pruebas que presenta son insuficientes para acreditar la falta, ya que tanto los testigos como las documentales que obran para tal efecto, no cumplen con los requisitos legales para tener a dichas pruebas como tales; hace valer también que la resolución combatida carece de fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En cuanto a lo que señala el actor, acerca de que la resolución impugnada no reúne los requisitos legales y formales, y que carece de fundamentación y motivación; son inoperantes tales planteamientos; en razón de que, en el primer aspecto, no expresa los razonamientos y argumentos jurídicos por los que llega a tal conclusión, pues la simple aseveración en el sentido formulado, resulta insuficiente, pues en todo caso, debió haber señalado de qué requisitos legales y formales son de los que adolece la resolución que impugna; en cuanto a que carece de fundamentación y motivación, el actor deja de expresar los motivos o causas por los que considera que la resolución impugnada carece de fundamentación y motivación, aunado al hecho que de la lectura de dicha resolución, se advierte que la misma sí contiene dispositivos legales aplicables al caso concreto, así como las circunstancias especiales, razones o causas inmediatas que la autoridad demandada tomó en consideración para la emisión de la resolución, por lo que atendiendo a que carencia, se define por la Real Academia de la Lengua Española, como “la falta de alguna cosa”, lo que la especie no se presenta en la resolución combatida, de ahí que resulte infundado lo planteado por el actor en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En cuanto a lo que manifiesta la parte actora acerca de que las pruebas que valora la autoridad demandada en su resolución son insuficientes para acreditar la falta, ya que tanto los testigos, como las documentales que ofrecen para tal efecto, no cumplen con los requisitos legales para tener a dichas pruebas como tales; resulta inoperante tal argumento, en razón de que no precisa porqué son insuficientes las pruebas valoradas para acreditar la falta en que incurrió el actor; ni precisa porqué razón las pruebas testimoniales y documentales desahogadas en el procedimiento administrativo no cumplen los requisitos legales, dado que no expone los argumentos lógico jurídicos, por los cuales estima que hayan sido incorrectamente valoradas dichas pruebas; así como tampoco precisa que valor debió dárseles, ni la forma en que trascenderían éstas al fallo en beneficio del actor, ya que sólo en esas condiciones podría analizarse si la misma tiene trascendencia en el fallo reclamado; pero al no hacer tales razonamientos, quien resuelve se ve imposibilitado para realizar oficiosamente un examen de la valoración de todas las probanzas, lo que sería una suplencia indebida, en un proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES POR DEFICIENTES, SI OMITEN PRECISAR EL ALCANCE PROBATORIO DE LAS PROBANZAS CUYA VALORACIÓN ILEGAL SE ALEGA. Los conceptos de violación que se hacen consistir en falta de valoración de pruebas rendidas en el juicio generador del acto reclamado deben expresar no sólo las probanzas cuya estimación se considera ilegal, sino también deben precisar el alcance probatorio de tales probanzas y la forma en que trascenderían éstas al fallo en beneficio del quejoso, pues únicamente en dicha hipótesis puede analizarse si la omisión de valoración de pruebas causó perjuicios al mismo y, por ende, determinar si es violatoria de garantías individuales, de suerte tal que los conceptos de violación que no reúnan los requisitos mencionados deben estimarse inoperantes por deficientes." SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.  No. Registro: 198,753. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. V, Mayo de 1997. Tesis: VI.2o. J/102. Página: 509. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En el concepto de impugnación que se encuentra en el octavo punto del capítulo de hechos, luego de transcribir extensamente una parte de la resolución impugnada, señala el actor que el Consejo de Honor y Justicia demandado, no acredita el uso excesivo de la fuerza que se le atribuye; que el agente Isaac Argot Reyes, jamás dice haber visto u oído lo que aseveró el ciudadano Héctor Matías Malacara Horta; que la autoridad primero afirmó que la persona agredida era el ciudadano José Ignacio Saucedo Mena y luego señala que fue Jorge Ignacio López Cabrera; que el actor, ninguna agresión cometió al detenido, pues solamente aplicó una técnica aprendida en la Academia de Policía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En cuanto a que señala el actor que la autoridad demandada no acredita la falta que se le atribuye, es infundado el concepto de impugnación, pues en primer lugar, del análisis de la resolución impugnada, para el Consejo demandado, la falta grave que se le atribuyó al actor, se acreditó básicamente con las probanzas consistentes en: testimonial del elemento Héctor Matías Malacara Horta, en la que ratificó el parte que este mismo realizó el 26 veintiséis de abril del 2004 dos mil cuatro, con la testimonial del ciudadano José Ignacio Saucedo Mena, de fecha 23 veintitrés de mayo del 2004 dos mil cuatro; así como con la propia confesión del elemento, vertida el 4 cuatro de julio del 2005 dos mil cinco; pruebas que específicamente debió en su caso controvertir el actor, sin que se desprenda que así lo hubiera hecho. . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por otro lado, también es inoperante el concepto de impugnación en comento, en razón de que al igual que en el anterior, no expresa los razonamientos y argumentos jurídicos por los que llega a la conclusión del porqué no se acredita la falta que el Consejo le atribuye al actor, al no señalar argumento alguno en ese sentido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En cuanto a que el agente Isaac Argot Reyes, jamás dice haber visto u oído lo que aseveró el ciudadano Héctor Matías Malacara Horta; es inoperante, debido a que al testimonio del señalado Agente Isaac Argot Reyes, no se le dio valor probatorio alguno, según se desprende de las fojas 734 setecientos treinta y cuatro y 735 setecientos treinta y cinco, de la resolución impugnada, por lo que al no haber sido tomado en cuenta dicho testimonio, en forma alguna puede causarle un agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Respecto de que la autoridad demandada primeramente afirmó que la persona agredida era el ciudadano José Ignacio Saucedo Mena y luego señala que fue Jorge Ignacio López Cabrera; es inoperante e insuficiente dicho concepto de impugnación, pues se desprende del contenido de toda la resolución impugnada y en específico del sexto considerando de tal determinación, que la persona sobre la que se ejerció el uso excesivo de la fuerza fue sobre el ciudadano José Ignacio Saucedo Mena, y si es que en alguna parte de la resolución, se señaló el nombre de otra persona, se trata de un error, según el análisis integral de la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo plantea el actor que no ejerció ninguna agresión contra el detenido, pues solamente aplicó una técnica aprendida en la Academia de Policía, toda vez que el ciudadano Héctor Matías Malacara Horta, mencionó en su declaración que vio -al ahora actor- la forma en como tenía sometido a la persona dentro de la caseta de policía, advirtiéndose con ello que fue con el objeto de apoyar al elemento Miguel Romero Landeros. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Resulta infundado el concepto de impugnación planteado, toda vez que son meras apreciaciones particulares; además de que de ninguna manera resulta justificante de la conducta desplegada; además de que por tratarse de una afirmación del elemento sancionado, conforme a las reglas de la carga de la prueba, le correspondía demostrar tal afirmación, esto es, su afirmación de que no agredió al detenido, sino que sólo lo “sometió”; sin que dentro del expediente administrativo disciplinario haya aportado probanzas que acreditaran la necesidad de practicar una técnica de sometimiento al detenido en las circunstancias en las que ocurrieron los hechos, amén  de que de la declaración del ciudadano Héctor Matías Malacara Horta (visible a foja 27 veintisiete), no se desprende de forma alguna que el ahora actor tuviera “sometido” al detenido, entendiéndose por ello, el evitar que dicho detenido huyera, o bien, el que se hiciere daño en lo personal o a los demás, sino que él manifiesta: “…..segundos después escuchaba quejidos en el interior al parecer de dolor……….abrí la puerta del aula y observe que a la persona ……..se encontraba boca abajo sobre el piso y el compañero Gerardo ortega lo sujetaba de ambas manos (dedos hacia atrás de la espalda doblando sus extremidades hacia el sentido de las manecillas del reloj y miguel Romero lo sujetaba de la cabeza con los pies y le decía ‘quien es el que te la vende’ por lo que …..me dirigí hacia el exterior para comentarle al comandante lo que estaba sucediendo...”  Luego entonces, de ello se colige, que el ciudadano Héctor Matías Malacara Horta, nunca declaró ni consideró que se estuviera aplicando una técnica de sometimiento, tan es así que optó por reportar los hechos, es por ello que se considera infundado el concepto de impugnación analizado. . . . . . . . . . . . . 
En el noveno apartado del capítulo de hechos, el actor señala que la autoridad demandada, al emitir la resolución impugnada, se excedió de lo ordenado por este Juzgador, en razón de que emitió una nueva resolución en la cual analizó todas y cada una de las pruebas que existen en el procedimiento administrativo disciplinario, pero señala, que no dio cumplimiento a lo ordenado en el resolutivo Tercero, en la sentencia de fecha 3 tres de marzo del 2008 dos mil ocho; lo que vulnera sus garantías individuales previstas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es infundado tal concepto de impugnación, en razón de que la resolución dictada por el Consejo de Honor y Justicia demandado, no infringe el resolutivo Tercero de la resolución emitida en el recurso de inconformidad número 334/2005, también dictada por el suscrito; toda vez que dicho resolutivo contiene la nulidad para efectos de la resolución dictada por el Consejo, para el efecto de  que subsanara la irregularidad detectada en el procedimiento y respecto de la cual se planteó un agravio que resultó fundado; el citado resolutivo remitió al Quinto considerando de la propia resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La ilegalidad detectada en la resolución del expediente 334/2005, estriba en que el Consejo demandado, en su resolución de fecha 30 treinta de agosto del 2005 dos mil cinco, le dio pleno valor probatorio a la testimonial del elemento Isaac Argot Reyes, para tener al ahora actor por cometiendo una falta grave, siendo que dicha persona no podía considerarse como testigo idóneo, respecto de la falta que se atribuía al elemento Luis Gerardo Ortega Amado; irregularidad que fue subsanada en la nueva resolución emitida por el Consejo en cumplimiento de lo ordenado; luego entonces, no se advierte el exceso en que afirma el actor, incurre la autoridad demandada; por la misma razón no se advierte de que manera se vulneraron en su perjuicio los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Este Juzgador estima aplicable la siguiente tesis de Jurisprudencia emitida por los tribunales del Poder Judicial de la Federación, ya que los conceptos de impugnación vertidos no fueron suficientes para desvirtuar la presunción de legalidad de la resolución impugnada; tesis que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO O EL RECURRENTE  SON AMBIGUOS Y SUPERFICIALES. Los actos de autoridad y las sentencias están investidos de una presunción de validez que debe ser destruida. Por tanto, cuando lo expuesto por la parte quejosa o el recurrente es ambiguo y superficial, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse al fundamento, razones decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, tal deficiencia revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que, por ende, no son idóneas ni justificadas para colegir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de violación de la demanda de amparo o en los agravios de la revisión deben, invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto reclamado, porque de no ser así, las manifestaciones que se viertan no podrán ser analizadas por el órgano colegiado y deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante argumentos non sequitur para obtener una declaratoria de invalidez.” No. Registro: 173,593. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXV, Enero de 2007. Tesis: I.4o.A. J/48. Página: 2121. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al resultar inoperantes e infundados los conceptos de impugnación que esgrimió el actor en la presente causa administrativa y no consta en el expediente, algún elemento de convicción que desvirtúe la presunción de legalidad de la resolución impugnada, es por lo que se concluye que procede reconocer totalmente la legalidad y validez de la resolución dictada dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 370/04-D.G.P.M., de fecha 14 catorce de mayo del 2008 dos mil ocho; ello con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- De lo solicitado por el actor también se encuentra lo referente a la condena a la autoridad para el pleno restablecimiento del derecho violado, consistente en el pago de los salarios no percibidos; acción prevista en la fracción III, del artículo 255, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . 

No resulta procedente tal pretensión, pues al resultar válida la resolución combatida, no surge derecho alguno para reclamar la acción señalada, pues la misma es accesoria de la de nulidad; siguiendo para ello, el criterio sostenido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 103, de la publicación denominada “Criterios 2000-2007”, que dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"ACCIONES PREVISTAS EN LAS FRACCIONES II Y III DEL ARTÍCULO 56 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE GUANAJUATO. NATURALEZA ACCESORIA DE LAS.-  De las tres acciones precisadas en el artículo 56 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, la correspondiente a la fracción I resulta ser principal respecto a las de reconocimiento del derecho e indemnización de daños y perjuicios contemplados en las restantes fracciones.  Ello es así, porque para hacer procedentes las accesorias o secundarias (fracciones II y III del numeral en cuestión) se requiere inexorablemente la declaratoria de nulidad de un acto o resolución. Ahora bien, habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la adopción de medidas para su pleno restablecimiento e incluso la indemnización por daños y perjuicios causados por el acto demandado que fue declarado nulo;  de tal suerte que de reconocerse la validez del acto reclamado, por encontrarse apegado a derecho, es incuestionable que las restantes acciones perderían su razón de ser." (Toca 55/03. Recurso de reclamación promovido por Ricardo Sánchez Acevedo e Isidro Sánchez Rangel. Resolución de fecha 13 de agosto de 2003)”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento además en lo señalado en los artículos 249, 287, 298, 299, y 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Procedió el medio de impugnación interpuesto. . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se reconoce totalmente la Legalidad y Validez de la resolución dictada dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 370/04-D.G.P.M.; de fecha 14 catorce de mayo del 2008 dos mil ocho, por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- No ha lugar a pronunciarse sobre la condena para el pleno reconocimiento del derecho violado; atento a lo señalado en el Considerando Séptimo de este mismo fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

